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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

l,ir¡ra.22 de octubre de 2018

ASUNTO

Ilecurso de agravio constitücional interpucsto por doña Emiluz Jenilér Mendoza
Curo a lávor de don Frcddy Diego Tantaruna Flores contm la resolución de fojas li6,
de fecha 6 de abril de 2017, expedida por la Segunda Sala tsspecializada en lo Peial
pam Procesos con Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima que declaró
improcedente la dcmanda de ¿rá¿d.§ co¡prr de autos.

titJN t)^Nt I,tN'l os

ln la sentencia emitida en el Expedicnte 00987-2014-PA7TC, publicada en el diano
ol¡cial El Peruano el 29 de agosto de 2014, este Tribu¡al estableció. en cl
fundamento 49, con carácler de precedente, que se expedirá sentencia interloculoria

l

que igualmente están contenidos en el artículo 1l del Reglamenlo
del Tribunal Constitucional:

a) Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
b) t,a cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial

lrascendencia constitucional.
c) La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del T¡ibunal

Constitucional.
d) Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. En el presente caso, se evidencia que el recurso de agravio no está refelido a una
cuestión de Derecho de especial trascendencia constitucional. Al ¡especto, un
recu¡so carece de esta cualidad cuando no está ¡elacionado con el contenido
constitucionalmente protegido de un de¡echo fundamental; cuando versa sobre u¡'l

asunto materialmente excluido del proceso de tutela de que se tmta; o, linalmente,
cuando lo pretendido no alude a u¡ asunto que requiere r¡na tutela de especial
urgencia.

dictada sin más trámite, cuaDdo se presente alguno de los siguientes
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3. Exp¡esado de otro modo, y teniendo en cuenta lo precisado en el fundamento 50 dc

la sentencia emitida en el Expedientc 00987-2014-PA/TC, una cueslión no rcr iste

especial trascendencia constitucional en los siguientes casos: (1) si una futu¡a
resoluciól¡ del Tribunal Co¡stitucional no solL¡ciona algún conflicto de relevancia
constitucional, pues no exisle lesión que compromela el derecho fundamental
involucrado o se trata de un asunto que no conesponde ¡esolve¡ en la vía
constitucionali o (2) si no exisle necesidad de tutelar de manera urgente el derecho

constitucional invocado y no median ¡azones subjetivas u objetivas que habiliten a

cste órgano colegiado para emitir un pronunciamiento de fondo.

En el prcsente caso, el recurso interpuesto no eslá rel'erido a uta cucstión de

Derecho de especial trascendencia constitucional, pues se cuestionan dsuntos que

no corcsponde resolver en la vía constitucional. En efeoto, la recL¡¡rente solicita la
nulidad de Ia sentencia (de concLusión anticipada) de l'echa 7 de mayo de 201¿1. que

condenó al favorecido como autor de los delitos contra el pat monio (robo

agravado) y contra la tranquilidad pública (tenencia ilegal de armas); y le impuso
veinticinco años de pena privativa de libertad; y la nulidad de la ejecutoria suprema

c setiembre 2015 que declaró no habcr nulidad en la precitada sentencia
ria (Expediente 489-20 I 1/RN 2297-20 I 4)

,1

recurrente aducc que la condena impuesta al thvorecido cs injusla pues se le

condenó sin prueba suñciente; que el f¡vorecido nunca aceptó el cargo de tenencta
ilegal de armas; que se determinó que existió concurso real de delitos cuando se

debió considerar que sc trataba de flagrancia; que el delito de tenencia ilegal de

armas debió ser subsumido en el delito de robo agravado; que no se tuvo libre
disposición del objeto robado el que l'ue devuelto al dueño. Como se aprecia, todas

cstas materias incluyen elementos que competeD ser analizados por la judicatum
ordinaria

6. En efécto, el Tribunal Constituciotal en reitcrada jurisprudencia ha señalado que la
subsunción de los hechos al tipo penal, la valoración y suliciencia p¡obatoria. la
determinación de la responsabilidad penal, así como la graduación de Ia pena, son
m¿terias que coresponde determinar a lajudicatura ordinaria, por lo que no puedcn
ser objeto de análisis en sede constitucional.

7. En consecuencia, y de lo expuesto en los lt¡rdamentos 2 a 6.!rpl¿¡, sc verifica que

cl presente recuNo de agravio ha incunido en la causal de rechazo prevista en el
acápite b) del ñurdamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-
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Po¡ estos l'undarnentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que ie

conhere la Constitución Politica del Perú, y la participación del magistrado Espinosn-

Saldaña Barrera, convocado para di mir la disco¡dia suscitada por el voto singular dci
magistrado Ferrero Costa.

RESUELVE

Dccla¡ar IMI'IIOCEDENTE el recurso de agiavio collstitucional porque la cucstión dc

Derecho conlenida en el ¡ecurso carece de espccial trasccndcncia constitucional.

MIRA.NDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA
ESPINOSA-SALDAÑA B

Lo

L^) 0,

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Publiquese y notifiquese.

SS,

PA/TC y en el inciso b) del aficulo l1 del Reglamento Normativo del T¡ibunal
Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite, improcedente
el recurso de agravio constitucional.

L
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Consiitución. y con cl mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA TNTERLOCUTORIA DENEG^TORIA, por los fundamentos que a
continuación cxpongo:

EL TRIBUN,\L CONSTITUCIoNAL coMo coRTE DE ltEvlsróN o FALLo y No DE
CASACIóN

La Constitución de 1979 creó el Tribunal dc Garantias Constitucionales como
instancia de casación y la Co¡stilución de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un ór_qano ¿id ¡oc, independiente del poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supremaoia constitucional y la vigencia plena
de los derechos lundamentales.

2. La Ley Fllndamental de 1979 establcció que el Tribunal de Carantías
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenía jurisdicc ión
en todo el te¡ritorio nacionalpara conoser, e7? ríd (le tdt|tción, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicirl lo que itnplicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada para Iallar en forma definitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lcsión a los
derechor reconocidos en la CunirirUcion.

En ese sentido, la Le), 23385, Ley Orgánica del Iribunal de Carantías
Const¡tucionales, vigente er ese momento, estableció, cn sL¡s artículos 42 aI46, que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria qüe ha violado Ia ley o la ha
aplicado en forma errada o ha incurrido cn graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la dcmanda. procedcrá a cas¿[ la sentencia y, luego de
señalar la deficiencia, devolverá los actuados a la CoÍe Suprema de Justicia de la
Repúb¡ica (reenvío) para que elnita nuevo f¡llo siguiendo sus Iineamientos.
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos const¡tl¡cionales
mencionados.

4. EI modelo de tutela ante amenazas y vülneración de derechos fue seriamenre
modificado en la Constitución de 1993. En pri¡¡er lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber. hah¿as corpus, afiparc, habeas ddtd
y acción de cu¡np¡imiento. Dn segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la coltstitucionalidad. aun cuando Ia Constitución Io
califica effóneamente como "órgano de control dc la Constitución',. No obstante, e¡

y,4
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materia de procesos constitucionales de la liberlad, la Constitución establece que el
Tribunal Constitucional es instancia de revisión o fallo-

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en última y
delinitila instancia, las resoluciones denegatorids d¡ctddds en los procesos de
habeas corpus, amparo, hdbeas ¿dta y acción de cumplimiento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tulela de los derechos fundame¡tales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe ,os alegatos de quien se
estima amenazado o agraviado en un derecho fundamcntal. Una lectura diversa
contravendria mandatos esenciales de la Conslitución, colno son el principio de
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (aftículo 1), y "la obsenancia del debído proceso y tutela
jurisdíccional. Ningu d parsona puede ser clesviada de la jwisdicción
predelerminada por la lq), ni sonletído a prccedit¡iento dístinÍo de los preyíamenÍe
establecidos, ni jÉgdda por órganos Jurisdiccionales cle excepción ni por
comis¡ones especíales creadas al efecto cualquieru -rea su denomirutcíón,,,
consagrada cn cl aÍtculo lls. inciso r.

6. Como se advierte, a diferencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional liene lugar por la \ía del ceríior.tri
(Suprema Corte de Ios Estados Unidos), cn el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede dcl Poder Judicial. En otras palabras, si lo quc
está en discusión es Ia supuesta amcnaza o lesión de un derecho fundamental, se
debe abrir la vía correspondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apetura de esta via solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenor¡zado
análisis de Io que .e prrrende. dc Iñ que .( in\oca.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
irrenunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el mas
efectivo medio de delensa de los derechos fundamentales lrente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triuntb de Ia justicia frente a la
arbitrariedad.

EL DERECIIo A sf,R oÍDo co}Io IfANIFEst^ctóN DE LA DE),IoCRATrZACIóN DE Los
PRocEsos CoNSTITUCIoN^LEs DE LA LIBERTAI)

8. La administración de justicia constitr¡cional de Ia libeñad que brinda el Tribunal
Constitucional, desde su creación, cs ¡espetuosa, como corresponde, del derecho de

M
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defensa inherente a toda persona, cuya manifcstación primarja es el derecho a ser
oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

delerminen sus d<recho'. inrerese,) ubligrLi,,ne..

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
s¡n real¡zarse audiencia de visfa está rel¿cionado con la delensa, la cual, sólo es

efectiva cuando el.iusticiable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos perti¡entes, ooncretándose el principio de inmediación que
d€be regir en todo proceso constitucional.

I0. Sobre la intervención de las partes, corresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia conslituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los dcrcchos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantÍas.

11. Cabe añadir que ¡a paticipación directa de Ias pal1cs, en defénsa de sus interescs,
que se concede en la aL¡dieñcia de vista, también constituye un elemento que
democmtiza el proceso. De lo contrario, se decidiria sobre la esfera de interés de
una persona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resultaria
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, Ias razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por lajusticia de sus razones, por
expresar de modo suficiente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve,

12. En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obligd al Ertddo o trator al índiyiduo en todo tnome to como
n yerdadero sujeto del proceso, en el más ampllo sentido de este concepto, )) no

símplemente como objeto del mísno"t, y que "pard Erc erirtd debi.lo proieso legal
es precíso que un justiciabla pueda hacer yaler sus derechos y del¿nder sas
íntereses en forma efectiya y en condiciones de tguald.td procesal con otros
justíciables'2.

I 
Co¡1e lDH. Caso Ba[eto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009-

pánafo 29.

'Co.t" IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del2l dejunio de 2002, párrafo 146.

WN
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NATURALEZA PRoCESAL DEL RECUR§o DE AGR"{vIo CoNSTITUCIoNAL

13. El modelo de "instancia de iallo" plasoado en la Constitución no puede ser
desvirtuado por el Tribunal Constinlcional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho l_ribunales su intéryretc supremo. pero no su reformador, toda
vez que como órgano conslituido también está somelido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional dc la libe¡1ad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia jurídica, ya que cl 'l'ribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recalilicar" el recurso de agravio constitucional.

15. De confonnidad con los articulos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional. el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. AI 'fribunal lo que Ie corresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer,, lo que la parte alega
como un rgrar io que Ie caus,r rndelén\ión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" cstablece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido. en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado, justificado y conc¡etado en supuestos especlficos, a saber,
identifica¡ en qué casos se aplicaría. No hacerlo. no definirlo, ni justificarlo,
convierte el empleo de la presitada sentencia en arbilrario, toda vez que se podría
afectar, entre otros, el derecho iundame¡tal de defensa. en su manifestación de scr
oído con las debidas garantias, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes
tendrían que adivinar qué resolvc¡á el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

I7. Por lo demás, ma¡atís mutandis, el precedentc vinculante contenido en Ia Sentencia
00987-2014-PAnf repite lo señalado por el Iiibunal Constitucional en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagorrarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la Iibertad (supletoriedad, vía previa,
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constilucional liquido y
cierto, etc.)-

18. Sin embargo, el hecho de que Ios proccsos constitucionales de Ia libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no co¡tstituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional-

M
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19. Por tanto, si setieneen cuenla que lajusticia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el Tribunal Conslitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constit!¡cional, aljusticiable
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacional de protesción de derechos
humanos,

20. Como afirmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la dcfcnsa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total de la Constitución, pucs si toda garantia constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está defendiendo el dc los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección j ud ic ial auténtica".

S

FERRERO COSTA rrw{wl Loq


